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    Dictamen 48856, año 2016
     
    Nro. Dictamen: 84422
    Fecha: 23-10-2015
    Fuentes legales: ley 17288 art/1, ley 17288 art/38 bis, ley 16441 art/43, dto 141/2014 RELAC art/5, dfl 329/79 hacie art/1, dfl 229/79 hacie art/24, dfl 30/2004 hacie art/77, dfl 30/2004 hacie art/140, dfl 30/2004 hacie art/178
    Dictamen: N° 84.422 Fecha: 23-X-2015

    Se ha dirigido a esta Contraloría General doña Silvia Obilinovic Carvajal
    reclamando en contra de la Dirección Regional de Aduana Metropolitana y del
    Consejo de Monumentos Nacionales, por la retención de bienes de su dominio
    cuando intentaba exportarlos a Europa, lo que a su juicio no se ajustó a
    derecho. Asimismo, solicita se instruya un sumario a fin de sancionar a los
    responsables de esas irregularidades.
    Requerido su informe, el Servicio Nacional de Aduanas señala que en los meses
    de febrero y marzo del año en curso, se presentaron ante la referida Dirección
    Regional documentos de salida que describían piezas con características
    similares a aquellas que, de acuerdo a la ley, poseen la calidad de patrimonio
    cultural, por lo cual se procedieron a retener, levantándose el documento
    denominado “cadena de custodia”.
    Añade que acorde con lo dispuesto en la ley N° 17.288, requirió al Consejo de
    Monumentos Nacionales disponer la verificación y certificación de esos bienes,
    informando, este último, que si bien aquellos presentan características
    iconográficas y estilísticas de las culturas precolombinas del Perú y de piezas
    arqueológicas del sur de Chile, efectuados los peritajes de rigor, se
    estableció que no correspondían a ese origen.
    Finalmente indica que atendido lo informado por el referido Consejo las
    mercancías fueron liberadas y remitidas nuevamente al Servicio Nacional de
    Aduanas, resultando procedente su salida del país.
    Por su parte, el aludido Consejo señaló que una vez recibida la solicitud por
    parte del Servicio Nacional de Aduanas, a fin de determinar si los objetos que
    la recurrente pretendía exportar correspondían a piezas arqueológicas
    protegidas por la ley N° 17.288 -que legisla sobre Monumentos Nacionales-, y
    cuya salida del país debía ser autorizada en los términos de la ley N°*16.441
    -que crea el departamento de Isla de Pascua-, esa entidad realizó una búsqueda
    de especialistas para llevar a cabo el peritaje de rigor.
    Posteriormente, durante los meses de junio y julio del año en curso, se trabajó
    en dicho fin, determinando que los elementos correspondían a piezas de
    artesanía con características iconográficas y estilísticas propias de las
    Culturas Precolombinas del Perú, como lo son Chavín, Chimú y Chancay, así como
    representaciones similares a piezas arqueológicas presentes en restos
    precolombinos del sur de Chile (cultura Mapuche), pero no pertenecían a piezas
    de origen arqueológico y por lo tanto, no requerían autorización para su salida
    del país.
    También se tuvo a la vista lo informado por el Ministerio de Educación, el que
    indicó que el anotado Consejo es el organismo técnico que ejerce la protección
    y tuición del patrimonio cultural y natural de carácter monumental, velando por
    su identificación, protección oficial, supervisión y conservación.
    Al efecto, y de conformidad con la información proporcionada por los servicios
    públicos consultados, esta Entidad Fiscalizadora entiende que el problema
    planteado por la peticionaria se encuentra solucionado.
    No obstante, corresponde analizar si la actuación de la Dirección Regional de
    Aduana Metropolitana y del Consejo de Monumentos Nacionales se ajustó a
    derecho.
    Sobre el particular, el artículo 1° de la referida ley N° 17.288, define a los
    monumentos nacionales que quedan bajo la tuición y protección del Estado, entre
    otros, “los objetos de carácter histórico o artístico; los enterratorios o
    cementerios u otros restos de los aborígenes, las piezas u objetos
    antropo-arqueológicos, paleontológicos o de formación natural, que existan bajo
    o sobre la superficie del territorio nacional o en la plataforma submarina de
    sus aguas jurisdiccionales y cuya conservación interesa a la historia, al arte
    o a la ciencia”, encargándole dicha labor de resguardo al citado Consejo.
    Asimismo, su artículo 38 bis, tipifica el delito de apropiación de monumento
    nacional, imponiendo las respectivas multas y penas asociadas a tales ilícitos.
    A su turno, el artículo 43 de la citada ley N° 16.441 prescribe que solo el
    Presidente de la República, por decreto fundado, podrá autorizar la extracción
    fuera del territorio nacional de ciertos bienes, entre ellos, de los objetos o
    piezas antropo-arqueológicas que existen bajo o sobre la superficie y cuya
    conservación interese a la ciencia, a la historia o al arte, y de objetos o
    piezas, que, por su carácter histórico o artístico, deban conservarse en museos
    o archivos o permanecer en algún sitio público a título conmemorativo o
    expositivo.
    Por su parte, el artículo 5° de la convención sobre las medidas que deben
    adoptarse para prohibir e impedir la importación, exportación y la
    transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales de la UNESCO,
    ratificada y promulgada en Chile mediante el decreto N° 141, de 2014, del
    Ministerio de Relaciones Exteriores, dispone que para asegurar la protección de
    estos contra la importación, la exportación y la transferencia de propiedad
    ilícitas, los Estados partes se obligan a establecer en su territorio, en las
    condiciones apropiadas a cada país, uno o varios servicios de protección del
    patrimonio cultural.
    Además, es menester tener presente que el artículo 1° de la ley Orgánica del
    Servicio Nacional de Aduanas, señala que a dicha entidad le corresponde, entre
    otras funciones, vigilar y fiscalizar el paso de mercancías por las costas,
    fronteras y aeropuertos de la República.
    El artículo 24 de la referida ley orgánica faculta a todo empleado de aduana,
    dentro de las zonas primarias de su jurisdicción, a adoptar las medidas
    necesarias para asegurar la exactitud de las operaciones que le corresponda
    practicar, hacer detener a los partícipes y recoger los efectos del delito, en
    caso de que se presuma la existencia de contrabando.
    Por su parte, artículo 77 de la Ordenanza de Aduanas, sancionada por el decreto
    con fuerza de ley N° 30, de 2004, del Ministerio de Hacienda, faculta al
    director nacional del servicio para determinar los documentos, visaciones o
    exigencias necesarias para la tramitación de las destinaciones aduaneras de
    acuerdo a las normas legales y reglamentarias.
    Finalmente, los artículos 140 y 178 de la Ordenanza, contemplan la posibilidad
    de retener mercancías a su presentación o proceder a su inmediata incautación.
    De la normativa citada es posible colegir que corresponde al Servicio Nacional
    de Aduanas fiscalizar la salida del territorio nacional de los bienes y si
    estos presentan características susceptibles de interés cultural, o que puedan
    ser objeto de protección legal por su valor histórico, artístico o científico,
    debe verificar que ello sea procedente y que cuenten con la autorización que la
    ley prevé.
    Precisado lo anterior, de conformidad con los antecedentes tenidos a la vista
    se aprecia que el referido Consejo al verificar que los objetos que la
    recurrente intentaba exportar mostraban características iconográficas y
    estilísticas propias de las culturas precolombinas del Perú y del sur de Chile,
    los retuvo a fin de consultar al mencionado consejo, en su calidad de organismo
    técnico en la materia, sobre la procedencia de su exportación.
    En definitiva, se observa que tanto el Servicio Nacional de Aduanas como el
    Consejo de Monumentos Nacionales actuaron dentro del ámbito de sus respectivas
    facultades y con el fin de resguardar el ordenamiento jurídico, por lo que se
    desestima la solicitud de instrucción de un sumario.
    Transcríbase al Servicio Nacional de Aduanas, al Consejo de Monumentos
    Nacionales y al Ministerio de Educación.
    Saluda atentamente a Ud.,

    Patricia Arriagada Villouta
    Contralor General de la República
    Subrogante
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    Nro. Dictamen: 17798
    Fecha: 05-03-2015
    Fuentes legales: Ley 16441 art/2 inc/1, dl 249/73 art/7
    Dictamen: N° 17.798 Fecha: 05-III-2015

    Se ha dirigido a esta Contraloría General el Comando de Personal de la Fuerza
    Aérea de Chile, para hacer presente, en relación con el dictamen N° 76.382, de
    2014, que, acorde con el decreto ley N° 249, de 1973, el porcentaje de la
    asignación de zona es de un 140%.
    Cabe recordar que ese pronunciamiento concluyó que procede el pago de la
    gratificación de zona a que se refiere el inciso primero del artículo 2° de la
    ley N° 16.441 -que crea el Departamento de Isla de Pascua-, al personal a
    contrata que se encuentra sujeto al sistema de renta global única, cuando se
    halla en comisión de servicio en esa comuna.
    Esta última preceptiva prevé que “Los empleados y obreros fiscales o de
    instituciones, organismos o empresas fiscales, semifiscales o de administración
    autónoma del Estado que sean destinados a prestar servicios en el departamento
    de Isla de Pascua, ya sea en carácter permanente o en comisión de servicios,
    gozarán de una gratificación de zona de un 200% sobre las remuneraciones
    totales asignadas a sus funciones, sin ninguna limitación, excluyéndose
    solamente la o las asignaciones familiares. De igual beneficio gozará el
    personal a contrata.”.
    Ahora bien, cabe precisar que lo señalado en la anotada disposición es sin
    perjuicio del porcentaje en que debe pagarse la asignación de que se trata, al
    tenor del decreto ley N° 249, de 1973, que fijó la Escala Única de Sueldos de
    los trabajadores dependientes de las entidades que menciona. Ello pues ese
    texto normativo reguló los estipendios que tales servidores pueden percibir,
    entre los que se cuenta, la asignación de zona para el personal obligado a
    residir en un determinado territorio, la que, en el caso de desempeñarse en
    Isla de Pascua corresponde a un 140%, calculado de la forma que allí indica,
    conforme lo estipula su artículo 7° (aplica criterio contenido en los
    dictámenes N°s. 34.299, de 2009 y 13.587, de 2013).
    Siendo ello así, el porcentaje que debe alcanzar la asignación en comento, es
    aquel establecido en el artículo 7° del decreto ley N° 249, de 1973, atendiendo
    a los topes que esta preceptiva prevé.
    Compleméntase el dictamen N° 76.382, de 2014, en los términos expuestos.
    Transcríbase a la División de Personal de la Administración del Estado de esta
    Contraloría General.
    Saluda atentamente a Ud.


    Ramiro Mendoza Zúñiga
    Contralor General de la República

    Dictamen 17798, año 2015
     
    Nro. Dictamen: 76382
    Fecha: 03-10-2014
    Fuentes legales: dfl1/97 Defen art/173 inc/2, dfl1/97 Defen art/149 inc/1, dfl1/97 Defen art/149 inc/3, ley 16441 art/2 inc/1
    Dictamen: N° 76.382 Fecha: 03-X-2014
    Se ha dirigido a esta Contraloría General el Comando de Personal de la Fuerza
    Aérea, para solicitar un pronunciamiento sobre la procedencia del pago de la
    gratificación de zona prevista en el inciso primero del artículo 2° de la ley
    N° 16.441, al personal a contrata, sujeto al sistema de renta global única,
    cuando se encuentran en comisión de servicio en Isla de Pascua.
    Sobre el particular, cabe señalar, en primer término, que el inciso segundo del
    artículo 173 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de
    Defensa Nacional, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, previene, en lo
    pertinente, que los Comandantes en Jefe podrán nombrar personal a contrata, con
    jornada completa y de acuerdo a las necesidades del servicio, asignándole una
    remuneración global única que no podrá exceder del monto total de haberes que
    correspondan a un empleado civil con sueldo de grado 4 de la escala de sueldos
    de las Fuerzas Armadas, con treinta años de servicios y con todos aquellos
    beneficios que establece ese estatuto y otras disposiciones legales.
    Seguidamente, el inciso primero del artículo 149 del mismo Estatuto, dispone
    que se entiende por comisión de servicio, "la que recibe el personal que sin
    dejar de pertenecer a su unidad o repartición, es designado para el
    cumplimiento de funciones en otra unidad o repartición de la misma institución
    o en otro servicio público, en el territorio nacional o en el extranjero.".
    Agrega el inciso tercero de dicha disposición que este tipo de comisión de
    servicio podrá ser, sin perjuicio de las labores habituales del personal o con
    prescindencia de éstas, y tendrá una duración máxima de seis meses dentro del
    territorio nacional y de dos años tratándose del extranjero, pudiendo ser
    renovada por igual periodo.
    Asimismo, cabe hacer presente que el inciso primero del artículo 2° de la ley
    N° 16.441 -que crea el Departamento de Isla de Pascua-, establece que los
    empleados y obreros fiscales o de instituciones, organismos o empresas
    fiscales, semifiscales o de administración autónoma del Estado, que sean
    destinados a prestar servicios en el ya mencionado Departamento de Isla de
    Pascua, en carácter permanente o en comisión de servicios, gozarán de una
    gratificación de zona de un 200% sobre las remuneraciones totales de los
    mismos.
    Precisado lo anterior, es útil recordar que los empleados de alguna de las
    ramas de las Fuerzas Armadas, contratados conforme a lo preceptuado en el
    inciso segundo del artículo 173 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, a
    los que se les asigne una remuneración global única, no tienen derecho a
    percibir beneficios económicos adicionales que se incorporen de manera
    permanente en la remuneración del respectivo servidor (aplica criterio
    contenido en el dictamen N° 47.535, de 2005).
    Sin perjuicio de lo anterior, conviene señalar que la gratificación de zona que
    motiva la consulta, no constituye una asignación de naturaleza permanente,
    puesto que de conformidad con la normativa previamente expuesta, la comisión de
    servicio que autoriza su otorgamiento tendrá una duración máxima de seis meses
    dentro del territorio nacional, renovable por igual lapso.
    De este modo, con el mérito de lo expuesto, es dable concluir que procede el
    pago de la gratificación de zona a que se refiere el inciso primero del
    artículo 2° de la ley N° 16.441, al personal a contrata que se encuentra sujeto
    al sistema de renta global única cuando se hallan en comisión de servicio en
    Isla de Pascua.
    Transcríbase a la División de Personal de la Administración del Estado de esta
    Entidad Fiscalizadora.
    Saluda atentamente a Ud.

    Ramiro Mendoza Zúñiga
    Contralor General de la República
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    Nro. Dictamen: 6488
    Fecha: 27-01-2014
    Fuentes legales: dfl 340/60 hacie art/2, dfl 340/60 hacie art/3, dto 2/2005 defen cap/IV, dto 2/2005 defen art/30 inc/4, dto 2/2005 defen art/11, ley 19880 art/37, ley 19880 art/38, dto 475/94 defen, ley 20249, ley 16441 art/41
    Dictamen: N° 6.488 Fecha: 27-I-2014

    Se ha dirigido a esta Contraloría General don Julio César Lagos Olivares
    solicitando un pronunciamiento sobre la regularidad del decreto N° 141, de
    2010, del Ministerio de Defensa Nacional, que otorgó una concesión marítima a
    la sociedad Agrícola y Servicios Isla de Pascua Limitada, en adelante SASIPA,
    en el lugar denominado Bahía Hanga Piko, de esa localidad, por cuanto estima
    que en su tramitación se omitió recabar los informes y opiniones de las
    entidades y servicios públicos que indica, añadiendo que las disposiciones de
    la ley N° 20.249 obstarían a su aprobación.

    Asimismo, expresa que el titular ha infringido las obligaciones que le impone
    el citado acto administrativo, toda vez que cercó el muelle, impide el acceso a
    la playa y efectúa cobros a los operadores turísticos por el uso del
    embarcadero y por la utilización de una losa que sirve de estacionamiento para
    tales empresas, circunstancias que no han sido debidamente fiscalizadas por la
    autoridad competente.

    Por otra parte, indica que SASIPA emplearía barcazas construidas con fondos del
    ex Ministerio del Interior y una grúa donada al pueblo de Isla de Pascua
    administrada por la respectiva Gobernación Provincial. Finalmente, consulta si
    los cobros que se efectúan a la mencionada empresa en virtud de dicha concesión
    marítima infringen la ley N° 16.441.

    Esta Contraloría General ha solicitado informe a la Subsecretaría para las
    Fuerzas Armadas, a la Dirección Nacional del Territorio Marítimo y de Marina
    Mercante, a la Gobernación Provincial de Isla de Pascua y a la Corporación
    Nacional de Desarrollo Indígena, organismos que los han emitido en su
    oportunidad.

    Sobre el particular, y atendido que la consulta se refiere a diversas materias,
    se abordarán, sucesivamente, el otorgamiento de la concesión marítima de que se
    trata, el ejercicio que efectúa su titular y, posteriormente, las demás
    consideraciones expresadas por el ocurrente.

    Así, en primer término, el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 340, de
    1960, del Ministerio de Hacienda, sobre Concesiones Marítimas, dispone que es
    facultad privativa del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría para las
    Fuerzas Armadas, conceder el uso particular, en cualquier forma, de las playas
    y terrenos de playas fiscales.

    Luego, su artículo 3° previene que son concesiones marítimas las que se otorgan
    sobre bienes nacionales de uso público o bienes fiscales cuyo control,
    fiscalización y supervigilancia corresponde a dichos Ministerio y
    Subsecretaría, cualquiera que sea el uso a que se destine la concesión y el
    lugar en que se encuentren ubicados los bienes.

    A su turno, el decreto N° 2, de 2005, del Ministerio de Defensa Nacional,
    Reglamento sobre Concesiones Marítimas, establece en su Capítulo IV “De las
    Solicitudes y su Tramitación”, los requisitos que deben reunir las peticiones
    de otorgamiento de concesión marítima y regula su tramitación, para lo cual
    exige que la autoridad administrativa tenga a la vista determinados
    certificados, informes y autorizaciones que deben ser emitidos por los
    organismos de la Administración del Estado que expresamente se indican.

    Enseguida, sin perjuicio de antecedentes cuya consideración es obligatoria, el
    inciso cuarto del artículo 30 del referido texto reglamentario previene que
    tratándose de concesiones marítimas cuyo objeto, naturaleza, ubicación,
    proyecto, montos de inversión comprometidos y/o plazo, lo ameriten, la indicada
    Subsecretaría “podrá solicitar informes o la participación de representantes de
    los organismos públicos que estime pertinentes”.

    Finalmente, el artículo 11 del referido decreto N° 2, de 2005, establece que
    las concesiones marítimas se otorgarán sin perjuicio de los estudios,
    declaraciones y permisos o autorizaciones que los concesionarios deban obtener
    de los organismos públicos y/o municipales para la ejecución de ciertas obras,
    actividades o trabajos, de acuerdo con la normativa vigente.

    De lo anteriormente expuesto fluye que la decisión sobre el otorgamiento de una
    concesión marítima corresponde privativamente al Ministerio de Defensa
    Nacional, autoridad que debe someterse al procedimiento que sobre la materia
    contempla el ordenamiento jurídico, el cual previene, entre otros aspectos, que
    se tengan a la vista los antecedentes e informes que indica, sin que se
    encuentre en la necesidad de solicitar otras explicaciones u opiniones, lo que
    guarda armonía, además, con lo previsto en los artículos 37 y 38 de la ley N°
    19.880.

    Precisado lo anterior, es necesario señalar que mediante el decreto N° 141, de
    2010, de la mencionada Secretaría de Estado, se otorgó a SASIPA una concesión
    marítima menor sobre un sector de terreno de playa, playa y uso de mejora
    fiscal en el lugar denominado Bahía Hanga Piko, al sur oeste del poblado de
    Hanga Roa, comuna y provincia de Isla de Pascua, Región de Valparaíso, del cual
    esta Entidad Fiscalizadora tomó razón el 18 de abril de 2011, por estimarlo
    ajustado a derecho.

    En efecto, de ese acto administrativo se aprecia que la Subsecretaría para las
    Fuerzas Armadas consideró los certificados que de conformidad con las
    disposiciones reglamentarias pertinentes, correspondía emitir al Servicio de
    Impuestos Internos, a la Dirección de Obras de la respectiva entidad edilicia,
    a la Dirección de Intereses Marítimos y Medio Ambiente Acuático y también a la
    Dirección de Fronteras y Límites del Estado.

    En este sentido y en consonancia con lo informado por esa Subsecretaría, tal
    normativa no prevé la intervención de los gobiernos regionales, en tanto que la
    consulta al Ministerio de Obras Públicas -al cual pertenece la Dirección de
    Obras Portuarias a que alude el ocurrente-, a través de la pertinente
    Secretaría Regional Ministerial, solo procede respecto de solicitudes de
    concesión marítima menor cuando esta se refiera a terrenos de playa rurales o
    si comprende sectores de playa colindantes con áreas rurales, tal como lo
    dispone el artículo 27, letra d), iv), del citado reglamento, circunstancias
    que no acaecen en la especie.

    La anotada preceptiva tampoco exige contar con un informe del Consejo de
    Monumentos Nacionales, sin perjuicio de que el interesado pudiere encontrarse
    en la obligación de obtener la anuencia de esa entidad pública para ejecutar su
    proyecto, circunstancia que de acuerdo con el citado artículo 11 de ese decreto
    N° 2, de 2005, no obsta al otorgamiento de la concesión marítima solicitada.

    A su turno, el inciso segundo del artículo 30 del aludido reglamento previene
    que la anotada Subsecretaría debe evaluar la compatibilidad de la concesión
    solicitada con el o los mejores usos para el área o zona respectiva, conforme a
    lo establecido en la Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral de
    la República, que fue establecida por el decreto N° 475, de 1994, del
    Ministerio de Defensa Nacional, para lo cual puede recabar el informe de la
    Comisión Regional de Uso del Borde Costero respectiva. Sin embargo, atendido
    que ni la ley ni el reglamento exigen requerir la opinión de ese ente asesor,
    su omisión no afectó la regularidad del procedimiento.

    Por último, tampoco se acompañan antecedentes en que aparezca que se haya
    formulado alguna solicitud de declaración de espacio costero marino de pueblos
    originarios a la época del otorgamiento de la concesión que se impugna, por lo
    que no se advierten vulneraciones a la ley N° 20.249.

    En segundo lugar, cabe señalar que el N° 5 del ya mencionado decreto N° 141, de
    2010, previene que el objeto de la concesión en estudio es apoyar las
    actividades de carga y descarga de buques a través de barcazas, el uso de las
    mejoras fiscales existentes en el lugar, destinadas a bodegas, radier y
    atracadero, así como amparar una rampa natural, un varadero, una explanada para
    el acopio de mercancías y un casino para la atención del personal de la
    faena.

    Enseguida, la letra d) de su N° 6 impone al titular, entre otras, la obligación
    de asegurar el libre acceso del público por el sector de playa concesionado,
    sin que puedan establecerse limitaciones de ninguna especie, ni levantarse
    cercos o rejas, imposiciones que de acuerdo con lo informado por la Dirección
    Nacional del Territorio Marítimo y de Marina Mercante no han sido infringidas
    por el beneficiario, puesto que la verja existente tiene por objeto delimitar
    la zona de movimiento de carga y maquinaria pesada de aquella destinada al
    embarco y desembarco de pasajeros, sin impedir el acceso del público a la
    orilla, a cuyo efecto existe un camino público.

    Por otra parte, los cobros efectuados por la concesionaria a terceros por la
    utilización del mencionado atracadero y del área de estacionamiento se ajustan
    a las facultades que le corresponden en su calidad de titular del uso exclusivo
    de los bienes que forman parte de la concesión marítima en estudio, entre los
    cuales se encuentran ambas instalaciones, tal como se desprende del texto del
    aludido decreto N° 141 y de los informes proporcionados a esta Entidad
    Fiscalizadora, ya apuntados.

    En tercer término, conviene señalar que SASIPA es una sociedad en que el Estado
    tiene participación mayoritaria a través de la Corporación de Fomento de la
    Producción, que fue constituida mediante escritura pública de 10 de Noviembre
    de 1980 y cuyo objeto, establecido en la cláusula tercera de ese instrumento,
    será administrar y explotar por cuenta propia o ajena, predios agrícolas y
    urbanos, servicios de utilidad pública y otros bienes ubicados en la Isla de
    Pascua y realizar cualquier actividad relacionada con dichas finalidades.

    En consecuencia, es posible estimar que la respectiva Gobernación Provincial,
    ponderando la circunstancia de que la carga y descarga de las mercancías que
    llegan a Isla de Pascua por mar es una actividad que, como indica en su
    informe, cede en beneficio de la comunidad, ha actuado razonablemente al
    facilitar el uso de la grúa para que SASIPA lleve a cabo las señaladas tareas.

    En cuarto lugar, conviene consignar que de lo previsto en la cláusula cuarta de
    la citada escritura pública de constitución de SASIPA y del inventario de sus
    bienes aparece que esa entidad cuenta con tres barcazas que forman parte de su
    patrimonio y que utiliza sin intervención de la mencionada Gobernación
    Provincial, como afirma el recurrente.

    Finalmente, es necesario señalar que el inciso primero del artículo 41 de la
    aludida ley N° 16.441, dispone que los bienes situados en la provincia de Isla
    de Pascua y las rentas que provengan de ellos o de actividades desarrolladas en
    su territorio estarán exentas de toda clase de impuestos o contribuciones,
    incluso la territorial, y de los demás gravámenes que establezca la legislación
    actual o futura.

    Ahora bien, mediante los dictámenes 36.024, de 1999; 42.496, de 2003 y 37.248,
    de 2012, entre otros, se ha precisado que la citada exención tributaria se
    limita a los impuestos, contribuciones y los demás gravámenes que indica,
    expresión esta última que, en concordancia con la historia fidedigna de ese
    precepto, debe entenderse en sentido estricto, relacionado con el carácter
    impositivo de la carga y no en un sentido amplio que comprenda cualquier
    obligación.

    Por ende y atendido que la renta y/o tarifa que afecta al goce de determinados
    bienes nacionales de uso público o de bienes fiscales no reviste la naturaleza
    de un gravamen, el beneficio contemplado en el citado artículo 41 no alcanza a
    dichos cobros.

    Transcríbase a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, a la Dirección
    Nacional del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, a la Gobernación
    Provincial de Isla de Pascua y a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

    Saluda atentamente a Ud.,


    Ramiro Mendoza Zúñiga
    Contralor General de la República

    Dictamen 6488, año 2014
    Cargando...

    Dictamen 37378, año 2014
     
    Nro. Dictamen: 25417
    Fecha: 25-04-2013
    Fuentes legales: ley 16441 art/41, dl 3063/79 art/38 inc/3
    Dictamen: N° 25.417 Fecha: 25-IV-2013

    Esta Entidad de Control ha dado curso al decreto N° 1.529, de 2012, del
    Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante el cual se fija monto de
    compensación que indica para la comuna de Isla de Pascua y se establecen
    aquellas con flujo significativo de población flotante por razones de turismo,
    los coeficientes de distribución y las sumas de compensación anual del Fondo
    Común Municipal para el período comprendido entre el 1° de enero de 2013 y el
    31 de diciembre del mismo año por encontrarse ajustado a derecho, pero cumple
    con hacer presente que la cifra que se consigna en el artículo 1° del
    instrumento en estudio corresponde al resarcimiento por los menores ingresos
    que la referida comuna percibe a propósito de la aplicación del artículo 41 de
    la ley N° 16.441 por los conceptos de impuesto territorial, permisos de
    circulación y patentes, y no por todos los que aquel precepto dispone, tal como
    lo ordena el inciso tercero del artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979,
    sobre Rentas Municipales.
    Con el alcance que antecede se ha tomado razón del acto administrativo en
    estudio.

    Ramiro Mendoza Zúñiga
    Contralor General de la República

Año 2013 	

    Dictamen 25417, año 2013
     
    Nro. Dictamen: 37248
    Fecha: 22-06-2012
    Fuentes legales: pol art/126 bis, ley 20193 art/uni num/1, ley 20573, por art/22 tran, ley 20193 art/uni num/2, ley 16441 art/41, dl 3063/79 art/38 inc/3, dl 3063/79 art/40, ley 16441 art/47
    Dictamen: N° 37.248 Fecha: 22-VI-2012
    La Contraloría Regional de Valparaíso ha enviado a este Nivel Central la
    presentación que la Municipalidad de Isla de Pascua efectuara al Servicio de
    Impuestos Internos y que este organismo remitiera, a su vez, a esta Entidad de
    Control, en relación con el alcance del artículo 41 de la ley N° 16.441 -que
    crea el Departamento de Isla de Pascua-, respecto a las rentas establecidas en
    el decreto ley N° 3.063, sobre Rentas Municipales, como pagos por los permisos
    para expendio de bebidas alcohólicas regulados en la Ley sobre Expendio y
    Consumo de Bebidas Alcohólicas, aprobada por el artículo primero de la ley N°
    19.925.
    Previamente, cabe recordar que la Constitución Política, en su artículo 126 bis
    -incorporado por el artículo único, N° 1), de la ley N° 20.193 y complementado
    por la ley N° 20.573- establece en su inciso primero que son territorios
    especiales los correspondientes a Isla de Pascua y al Archipiélago Juan
    Fernández, y que el gobierno y administración de estos territorios se regirá
    por los estatutos especiales que determinen las leyes orgánicas
    constitucionales respectivas.
    Asimismo, la disposición transitoria vigesimosegunda de la Carta Fundamental
    -también incorporada por el artículo único, N° 2, de la citada ley N° 20.193-
    indica que mientras no entren en vigencia los estatutos especiales a que se
    refiere el artículo 126 bis, los territorios especiales de Isla de Pascua y
    Archipiélago Juan Fernández continuarán rigiéndose por las normas comunes en
    materia de división político-administrativa y de gobierno y administración
    interior del Estado, lo que acontece en la especie, toda vez que, a la fecha no
    se han dictado tales cuerpos normativos.
    Precisado lo anterior, es del caso señalar que, de acuerdo con el citado
    artículo 41 de la ley N° 16.441, los bienes situados en el departamento de Isla
    de Pascua y las rentas que provengan de ellos o de actividades desarrolladas en
    él, estarán exentos de toda clase de impuestos o contribuciones, incluso la
    contribución territorial, y de los demás gravámenes que establezca la
    legislación actual o futura. De igual exención gozarán los actos o contratos
    que se ejecuten o celebren en el mencionado territorio insular por personas
    domiciliadas en él respecto de actividades o bienes que digan relación con ese
    mismo territorio.
    Luego, según el artículo 38, inciso tercero, del decreto ley N° 3.063, de 1979,
    para la comuna de Isla de Pascua, se considerarán ingresos propios los recursos
    que se le asignen, con cargo al Fondo Común Municipal, como compensación a los
    menores ingresos que dicha municipalidad deje de percibir por aplicación del
    aludido artículo 41 de la ley N° 16.441, por los conceptos de impuesto
    territorial, permisos de circulación y patentes municipales.
    Por su parte, es menester recordar que de acuerdo con el criterio contenido en
    los dictámenes N°s. 246, de 2002, y 29.729, de 2004, las exenciones de cargas
    pecuniarias deben estar establecidas en un texto legal expreso y al constituir
    preceptos jurídicos de excepción tienen que interpretarse restrictivamente, sin
    que resulte posible hacerlos extensivos a situaciones no previstas por el
    legislador.
    De acuerdo a lo anterior, es pertinente consignar que la mencionada norma de
    excepción de la ley N° 16.441, limita la exención tributaria que nos ocupa, a
    los impuestos, contribuciones y los demás “gravámenes que establezca la
    legislación actual o futura”, expresión esta última que, en concordancia con
    la historia fidedigna de ese precepto y según lo precisado por la
    jurisprudencia administrativa -contenida en los dictámenes N°s. 25.253, de
    2002, y 42.496, de 2003- debe entenderse en un sentido específico, vale decir,
    aquella excepción que dice relación con el carácter impositivo de la carga y no
    en un sentido amplio, que comprenda cualquier obligación, aun aquella que nace
    de un hecho voluntario.
    En este sentido, y en lo que atañe a lo consultado, se encuentran comprendidos
    en la exención en análisis los gravámenes correspondientes a permisos de
    circulación, patentes comerciales reguladas en el decreto ley N° 3.063, de
    1979, y las patentes de expendio de bebidas alcohólicas previstas en la Ley
    sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas.
    En cambio, y en concordancia con lo expresado, dicha liberación no incluye los
    derechos municipales, por cuanto estos no tienen un carácter impositivo ni de
    gravamen en los términos anotados, sino que constituyen prestaciones que están
    obligadas a pagar a las entidades edilicias las personas que obtienen del
    respectivo municipio una concesión o permiso o que reciban un servicio del
    mismo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 40 del decreto ley N° 3.063,
    de 1979.
    Por lo demás, es del caso señalar que la misma ley N° 16.441, de haber
    considerado los derechos municipales previstos en el decreto ley N° 3.063, de
    1979, lo habría señalado expresamente, como sí lo hizo en su artículo 47
    respecto de los derechos aduaneros y otros.
    En dicho contexto, el dictamen N° 30.307, de 1990, señaló, en lo que interesa,
    que la Municipalidad de Isla de Pascua se encuentra facultada para cobrar los
    gastos en que incurre por la prestación de servicios, tales como aseo
    domiciliario, arriendo de maquinarias y otorgamiento de licencias de conducir.
    Por último, en lo que respecta a los referidos permisos de circulación y
    patentes comerciales reguladas en el decreto ley N° 3.063, de 1979, y a las
    patentes de expendio de bebidas alcohólicas previstas en la Ley sobre Expendio
    y Consumo de Bebidas Alcohólicas, cabe precisar que la liberación impositiva
    que establece el citado artículo 41 de la ley N° 16.441, debe entenderse en el
    sentido que solo exonera a los respectivos contribuyentes del pago de los
    correspondientes tributos, pero no del cumplimiento de las demás disposiciones
    previstas en la legislación aplicable, salvo las excepciones establecidas en
    texto legal expreso.

    Patricia Arriagada Villouta
    Contralor General de la República
    Subrogante

    Dictamen 13587, año 2013
    Cargando...

Año 2012 	

    Dictamen 62153, año 2012
     
    Nro. Dictamen: 34299
    Fecha: 30-06-2009
    Fuentes legales: Ley 16441 art/2, dl 249/73 art/7, dl 450/74 art/26
    Dictamen: N° 34299 Fecha:30-VI-2009

    Se ha dirigido a esta Contraloría General el Ministerio de Bienes Nacionales,
    para solicitar un pronunciamiento que determine si una persona contratada a
    honorarios, que realiza una comisión de servicios a la Isla de Pascua, tiene
    derecho a percibir la asignación de zona que la ley N° 16.441 contempla para
    esa localidad.

    Lo anterior, pues esta Entidad de Control, mediante su oficio N° 44.012, de
    2007, devolvió sin tramitar el decreto N° 36, de ese mismo año, de la
    mencionada Secretaría de Estado, que contrataba a honorarios a suma alzada a la
    persona que indica, por cuanto éste no tenía derecho a percibir asignación de
    zona por comisiones de servicio a la Isla de Pascua.

    Sobre el particular, cabe manifestar, en primer término, que el artículo 2° del
    citado texto legal, establece que los empleados y obreros fiscales o de
    instituciones, organismos o empresas fiscales, semifiscales o de
    administración autónoma de¡ Estado, que sean destinados a prestar servicios en
    el departamento de Isla de Pascua, ya sea en carácter permanente o en comisión
    de servicios, gozarán de una gratificación de zona, en los términos que esta
    disposición señala.

    Al respecto, es menester señalar que si bien, la jurisprudencia administrativa
    de esta Contraloría General, contenida en el dictamen N° 12.212, de 1991,
    manifestó que no procede que los trabajadores que cumplen comisiones de
    servicio en localidades que causan asignación de zona, disfruten de este
    beneficio durante los períodos en que permanecen en estos lugares, lo cierto es
    que el citado artículo 2° de la ley N° 16.441, según se informó en los
    dictámenes N°s 85.459, de 1974 y 25.738, de 1985, entre otros, de esta Entidad
    Fiscalizadora, atendida su naturaleza especial, ha mantenido su vigencia, razón
    por la cual, en el caso del personal que desarrolla una comisión de servicio en
    Isla de Pascua, le asiste el derecho a percibir el referido beneficio.

    Enseguida, es útil hacer presente que la reiterada jurisprudencia
    administrativa contenida en los dictámenes N°s 48.049, de 2005 y 2.466, de
    2008, entre otros, ha señalado que las personas que prestan servicios en la
    Administración sobre la base de honorarios no poseen la calidad de funcionarios
    públicos y, tienen, por ende, sólo los derechos y obligaciones que emanan del
    respectivo convenio, pudiendo, eventualmente, gozar de los mismos estipendios
    de que disfrutan los empleados públicos, siempre que así se consigne en el
    decreto o resolución que lo apruebe.

    De esta manera, en la medida que la persona de que se trate, en cumplimiento de
    su contrato a honorarios -el cual contemple el derecho a percibir el beneficio
    en comento-, sea designado en comisión de servicios a Isla de Pascua, podrá
    disfrutar de la asignación de zona en estudio.

    Por otra parte, respecto a la forma en que se calcula dicho estipendio, cabe
    anotar que según lo expresado en los dictámenes N°s 26.103, de 1984 y 17.550,
    de 1992, de esta Contraloría General, éste se determina, en cuanto a su
    porcentaje y a las remuneraciones que cabe tener en consideración, por las
    normas previstas en el artículo 7° del decreto ley N° 249, de 1973, sustituido
    por el artículo 26 del decreto ley N° 450, de 1974.

    Conforme a lo anterior, en el caso de la especie, la asignación en estudio
    corresponde a un 140%, calculada en base a las remuneraciones que indica el
    referido precepto legal.

    Dicha norma establece que la asignación de zona se calculará, para los
    servidores de aquellas entidades que se rigen, en materia de remuneraciones,
    por la Escala única de Sueldos, como ocurre con el Ministerio de Bienes
    Nacionales, sobre el sueldo base, aumentando el monto resultante en un 40%.
    Agrega, que respecto de los demás -entre los cuales se encuentran aquellos
    contratados sobre la base de honorarios-, se determinará sobre la base de sus
    remuneraciones mensuales permanentes.

    Por consiguiente, en el evento de que a las personas contratadas a honorarios,
    se les otorgue el derecho a disfrutar del beneficio en estudio, por tener que
    realizar comisiones de servicios a la Isla de Pascua, éste se determinará en
    relación con la totalidad de los estipendios mensuales permanentes que perciban.

    Déjese sin efecto el oficio N° 44.012, de 2007, de esta Entidad Fiscalizadora.

    Dictamen 37248, año 2012
    Cargando...

Año 2009 	

    Dictamen 34299, año 2009
    Cargando...

    Dictamen 27195, año 2009
     
    Nro. Dictamen: 11350
    Fecha: 05-03-2004
    Fuentes legales: ley 16441 art/41, ley 19704 art/3 tran, dto 19/2001 sepre art/1 dto 1824/95 educa art/5 lt/a num/2, dl 3063/79 art/38 dto 2385/96 inter
    Dictamen: N° 11.350 Fecha: 5-III-2004

    Esta Contraloría General ha debido abstenerse de dar curso al Decreto N° 1459,
    de 2003, de Interior, mediante el cual se fija el monto de compensación a los
    menores ingresos que la Municipalidad de Isla de Pascua deja de percibir por
    aplicación del artículo 41 de la ley N° 16.441; establece para el período que
    indica los coeficientes de distribución del 10 % del Fondo Común Municipal, y
    determina el monto de compensación del artículo 3° transitorio de la ley N°
    19.704, por cuanto el mencionado documento ha debido ser firmado por el
    Presidente de la República, y no por el Ministro de Interior, bajo la fórmula
    "por orden del Presidente de la República", como ocurrió en la especie.

    En efecto, el artículo 1°, apartado II, N° 2, del decreto supremo N° 19, de
    2001, del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, sólo delega en el
    Ministerio del Interior la facultad de suscribir, bajo la fórmula "por orden
    del Presidente de la República", los decretos supremos relativos a la
    determinación de los factores que fijan los coeficientes de distribución del
    Fondo Común Municipal, sin que se advierta que las otras materias a que alude
    el decreto -monto de compensación de la comuna de Isla de Pascua y compensación
    del artículo 3° transitorio de la ley N° 19.704-, hayan sido delegadas en el
    Ministro de Estado aludido.

    Sin perjuicio de lo anterior, y en relación a los puntajes del Sistema de
    Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE) considerados en las Bases
    Técnicas adjuntas al decreto en examen, es dable manifestar que no se advierte
    el fundamento por el cual el documento consigna los promedios SIMCE
    castellano-matemáticas de los años 1999 y 2002, en circunstancias que, según lo
    dispuesto en el artículo 5°, letra A, número 2°, del decreto supremo N° 1.824,
    de 1995, que aprueba el reglamento del artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de
    1979, corresponde comparar los resultados de los dos últimos años con medición
    en la comuna.

    Con las observaciones anotadas, se devuelve sin tramitar el documento.

Año 2004 	

    Dictamen 11350, año 2004
    Cargando...

Año 2002 	

    Dictamen 25253, año 2002
     
    Nro. Dictamen: 25253
    Fecha: 05-07-2002
    Fuentes legales: ley 18168 art/31, ley 18168 art/32, ley 18168 art/33 ley 16441 art/41, pol art/62 num/1, dl 3464/80
    Dictamen: N° 25.253 Fecha: 5-VII-2002

    Mediante oficio N° 3136, de 2001, la Contraloría Regional de Valparaíso ha
    remitido la presentación, en la cual la Municipalidad de Isla de Pascua
    consulta acerca de la procedencia del cobro de derechos que le ha efectuado la
    Tesorería General de la República por concepto de uso del espectro
    radioeléctrico como concesionario de los servicios de radio difusión sonora y
    televisiva.

    Al efecto estima la recurrente que estaría liberada de tal cobro, atendida la
    exención contemplada en el artículo 41 de la ley 16.441.

    Requerida de informe la Subsecretaría de Telecomunicaciones mediante Ord. N°
    34.551 de 2000, expresa , en síntesis, que los derechos que se deben pagar por
    la utilización del espectro radioeléctrico no se encuentran comprendidos en la
    norma de exención aludida, parecer que comparte la unidad regional precitada.

    Sobre el particular, cumple manifestar en primer término que el artículo 31 de
    la ley 18.168 que sancionó la Ley General de Telecomunicaciones preceptúa en el
    acápite denominado "De los derechos por utilización del Espectro
    Radioeléctrico" que "Los concesionarios, permisionarios y titulares de licencia
    de Servicios de Telecomunicaciones que utilicen el espectro radioeléctrico y
    que requieran de dichas autorizaciones para operar de acuerdo con lo
    establecido en los artículos 8° y 9° de esta ley, y los de la ley sobre Consejo
    Nacional de Televisión, estarán afectos al pago de los derechos que se señalan
    en los siguientes artículos, los que serán de beneficio fiscal".

    A su turno, el artículo 32 del cuerpo legal precitado establece en sus
    numerales tipos de derechos y sus montos por la utilización del espectro
    radioeléctrico.

    Seguidamente, cabe anotar que el artículo 33 de la ley en análisis indica que
    "Quedarán exceptuados del pago de los derechos anteriormente establecidos, los
    servicios fijos y móviles de radiocomunicación operados por instituciones,
    entidades o personas que presten servicio a la comunidad, sin fines de lucro y
    que tengan por finalidad salvaguardar los bienes y la vida de las personas".

    Del tenor de la normativa transcrita fluye que la naturaleza jurídica del cobro
    efectuado a los concesionarios de servicios de radiodifusión sonora o
    televisiva reviste el carácter de un derecho, puesto que sólo mediante el pago
    se autoriza el goce de un bien nacional de uso público como es el espectro
    radioeléctrico para el ejercicio de la actividad económica prevista en los
    respectivos decretos de concesión.

    Por su parte, el artículo 41 de la ley 16.441 eximió a los bienes situados en
    el departamento de Isla de Pascua y a las rentas que provengan de ellos o de
    actividades desarrolladas en él, de toda clase de "impuestos o contribuciones,
    incluso la contribución territorial, y de los demás gravámenes que establezca
    la legislación actual o futura".

    Al respecto, dable es señalar que esta Entidad de Control ha manifestado "que
    al examinar la historia fidedigna del establecimiento del artículo 41 de la ley
    16.441, se ha podido inferir que la liberación consignada en su texto tiene un
    contenido tributario o impositivo, razón por la cual es necesario entender la
    expresión "gravamen", que se menciona, en un sentido específico, vale decir,
    aquella excepción que dice relación con el carácter impositivo de la carga y no
    en un sentido amplio, que comprenda cualquier obligación, aún aquella que nace
    de un hecho voluntario". (Aplica dictámenes N°s. 20951 de 1987, 30.307 de 1990
    y 36.024 de 1999).

    Ahora bien, los cobros que formula la Subsecretaría de Telecomunicaciones en
    virtud de lo consignado en el artículo 31 de la ley 18.168 no pueden
    considerarse como impuestos ni contribuciones, por ende, no les rige la
    exención prevista en el artículo 41 de la ley 16.441.

    A mayor abundamiento, es útil anotar que conforme al artículo 62 N° 1 de la
    Carta Fundamental el Presidente de la República tiene la iniciativa exclusiva
    para imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o
    naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes, facultad que en
    la situación en análisis ha materializado mediante la dictación de artículo 41
    de la ley 16.441, ya aludida , que consagra una excepción en beneficio de la
    Municipalidad de Isla de Pascua que rige exclusivamente en las situaciones que
    allí contempla y a través del artículo 33 de la ley 18.168 que se refiere
    específica y expresamente a las exenciones tratándose de los derechos en
    cuestión. Por ende, constituyen los únicos casos de liberación existentes en la
    materia, los que por lo manifestado en el cuerpo de este oficio no resultan
    aplicables en la especie.

    Con el mérito de las consideraciones expuestas se concluye que no procede
    eximir a la Municipalidad de Isla de Pascua del pago de los derechos por la
    utilización del espectro radioeléctrico.
